
Anexo 12.9 

Compromisos específicos 

Sección A: Derecho de establecimiento con respecto a determinados servicios 
financieros 

1. En lugar de lo dispuesto en el artículo 12.4, con respecto a servicios 
bancarios y demás servicios financieros (excluidos los seguros): 

(a) Cada Parte permitirá a un inversionista de la otra Parte: 

(i) que no controla ni es propietario de una institución financiera en el 
territorio de la Parte, establecer en ese territorio una institución financiera 
autorizada para suministrar servicios financieros que tal institución pueda 
suministrar de conformidad con la legislación interna de la Parte al momento 
del establecimiento, sin la imposición de restricciones numéricas, y 

(ii) que controla o es propietario de una institución financiera en el territorio 
de la Parte, establecer en ese territorio las instituciones financieras adicionales 
que pudieran ser necesarias para permitir el suministro de todo el ámbito de 
servicios financieros permitidos de conformidad con la legislación interna de 
la Parte al momento del establecimiento de las instituciones financieras 
adicionales. 

El derecho de establecimiento incluirá la adquisición de entidades existentes. 

(b) Ninguna Parte podrá restringir o exigir tipos específicos de forma jurídica 
con respecto a la institución financiera inicial que el inversionista busca 
establecer de conformidad con el subpárrafo (a)(i). 

(c) Excepto con respecto a la imposición de restricciones numéricas o de 
forma jurídica al establecimiento de la institución financiera inicial descrita en 
el subpárrafo (a)(i), una Parte podrá, de manera consistente con el artículo 
12.2, imponer términos y condiciones al establecimiento de instituciones 
financieras adicionales descritas en el subpárrafo (a)(ii) y determinar la forma 
jurídica e institucional a través de la cual se suministren las actividades o los 
servicios financieros específicos permitidos. 

(d) Una Parte podrá, de manera consistente con el artículo 12.2 prohibir una 
actividad o un servicio financiero específico.6 

2. Para los efectos de este Anexo: 



(a) un inversionista de la otra Parte significa un inversionista de la otra 
Parte dedicado al negocio de suministrar servicios bancarios y demás servicios 
financieros (excluidos los seguros) en el territorio de esa Parte; y 

(b) restricciones numéricas significa limitaciones impuestas, ya sea sobre la 
base de una subdivisión regional o sobre la totalidad del territorio de la Parte, 
en el número de instituciones financieras ya sea en la forma de contingentes 
numéricos, monopolios, proveedores exclusivos de servicios o mediante la 
exigencia de una prueba de necesidades económicas. 

3. No obstante las medidas disconformes listadas por Chile en el Anexo III, 
Sección II, referidas a servicios sociales, Chile, con respecto al 
establecimiento por un inversionista de Estados Unidos de una 
Administradora de Fondos de Pensiones de conformidad con el Decreto Ley 
3500: 

(a) aplicará el párrafo 1(a) de la Sección A de este Anexo, y 

(b) no aplicará una prueba de necesidades económicas. 

Ninguna otra modificación de los efectos de las medidas disconformes 
referidas a servicios sociales es buscada o será construida a partir de esta 
disposición. 

4. Los compromisos específicos de Estados Unidos de conformidad con el 
párrafo 1, están sujetos a las notas horizontales y medidas disconformes 
establecidas en las secciones A y B del Anexo III con respecto a bancos y 
otros servicios financieros (excluidos los seguros). 

5. Los compromisos específicos de Chile de conformidad con los párrafos 1 y 
3, están sujetos a las notas horizontales y medidas disconformes establecidas 
en el Anexo III de Chile con respecto a servicios bancarios y demás servicios 
financieros (excluidos los seguros). 

Sección B: Planes de ahorro voluntario; trato no-discriminatorio a 
inversionistas de Estados Unidos 

1. No obstante la inclusión de las medidas disconformes de Chile en el Anexo 
III, Sección II, referidas a servicios sociales, con respecto a los planes de 
ahorro previsional voluntario establecidos de conformidad con la Ley 19.768, 
Chile extenderá las obligaciones del artículo 12.2(1) y (2) y del artículo 12.3 a 
las instituciones financieras de Estados Unidos, inversionistas de Estados 
Unidos e inversiones de dichos inversionistas en instituciones financieras 
establecidas en Chile. El compromiso específico contenido en este párrafo 
entrará en vigor el 1 de marzo de 2005. 



2. No obstante la inclusión de las medidas disconformes de Chile en el Anexo 
III, Sección II, referidas a servicios sociales, Chile, según lo exige su 
legislación interna, no establecerá diferencias arbitrarias con respecto a 
inversionistas de Estados Unidos en Administradoras de Fondos de Pensiones 
establecidos de conformidad con el Decreto Ley 3500. 

Sección C: Administración de cartera 

1. Cada Parte permitirá a una institución financiera (distinta de una compañía 
fiduciaria o de una compañía de seguros), constituida fuera de su territorio, 
suministrar servicios de asesoría de inversión y de administración de cartera a 
un fondo de inversiones colectivo ubicado en el territorio de la Parte, con 
exclusión de (1) servicios de custodia, (2) servicios fiduciarios, y (3) servicios 
de ejecución que no se encuentren relacionados a la administración de un 
fondo de inversión colectivo. Este compromiso está sujeto al artículo 12.1 y a 
las disposiciones del artículo 12.5(3) relativo al derecho de exigir registro, sin 
perjuicio de otros medios de regulación cautelar. 

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1, una Parte podrá exigir que el 
fondo de inversiones colectivo, ubicado en el territorio de la Parte, no delegue 
su responsabilidad por la función de administración del fondo de inversiones 
colectivo o de los fondos que administre. 

3. Para los efectos de los párrafos 1 y 2, un fondo de inversiones 
colectivo significa: 

(a) en Estados Unidos, una sociedad de inversión registrada en la Securities 
and Exchange Commission de conformidad con la Investment Company 
Act de 1940; y 

(b) en Chile, las siguientes compañías administradoras de fondos bajo la 
supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros: 

(i) Compañías Administradoras de Fondos Mutuos (Decreto Ley 1.328 de 
1976); 

(ii) Compañías Administradoras de Fondos de Inversión (Ley 18.815 de 
1989); 

(iii) Compañías Administradoras de Fondos de Inversión de Capital 
Extranjero (Ley 18.657 de 1987); 

(iv) Compañías Administradoras de Fondos para la Vivienda (Ley 18.281 de 
1993); y 

(v) Compañías Administradoras Generales de Fondos (Ley 18.045 de 1981). 



Sección D: Disponibilidad expedita de servicios de seguros 

Cada Parte deberá procurar mantener oportunidades existentes, o podría 
aspirar considerar políticas o procedimientos tales como: no exigir la 
aprobación de productos para seguros distintos de aquellos que se vendan a 
personas naturales o de los seguros obligatorios; permitir la introducción de 
productos, a menos que esos productos sean rechazados dentro de un plazo 
razonable; y no imponer limitaciones al número de productos que pueden 
introducirse o a la frecuencia con que ellos se introducen. Esta Sección no se 
aplica a la categoría específica de programas de seguros que reciban ayuda del 
Estado de Chile, tal como el seguro climático. 

Sección E: Sucursales en seguros 

1. No obstante la inclusión de las medidas disconformes de Chile en el Anexo 
III, Sección II, referidas a acceso a mercado en seguros, excluyendo cualquier 
parte de esas medidas disconformes referidas a conglomerados financieros y 
servicios sociales, Chile, a más tardar cuatro años después de la entrada en 
vigor de este Tratado, permitirá que proveedores de seguros de Estados 
Unidos se establezcan en su territorio a través de sucursales. Chile podrá 
escoger cómo regular las sucursales, incluyendo sus características, estructura, 
relación con su casa matriz, requisitos de capital, reservas técnicas, y 
obligaciones relativas al patrimonio de riesgo y sus inversiones.7 

2. Reconociendo los principios del federalismo de conformidad con la 
Constitución de Estados Unidos, la historia de la regulación estatal de los 
seguros en Estados Unidos y la McCarran-Ferguson Act, Estados Unidos 
trabajará con la National Association of Insurance Commissioners (NAIC) en 
la revisión de aquellos estados que no permiten el ingreso inicial de una 
compañía extranjera como una sucursal para suministrar seguros de vida, 
accidente, salud (excluidas las indemnizaciones a trabajadores), seguros 
distintos de los de vida, o reaseguro y retrocesión, para determinar si dichos 
derechos a la entrada podrían ser otorgados en el futuro. Esos estados son 
Arkansas, Arizona, Connecticut, Georgia, Hawaii (se permiten sucursales de 
reaseguro), Kansas, Maryland, Minnesota, Nebraska, New Jersey, North 
Carolina, Pennsylvania, Tennessee, Vermont y Wyoming. 

 


